
 

 

  

 

| Asesoría Técnica Parlamentaria 

 

Abril 2026 

 

Juzgados de Policía Local y órganos 
equivalentes  
Chile y legislación comparada: Alemania, Argentina (Provincia de 
Buenos Aires), Estados Unidos (Estado de Texas) e Italia  

Autora 

 

María Soledad Mortera De 

Iruarrizaga  

 

Email: smortera@bcn.cl 

Tel.: (56) 32 226 3181  

 

Equipo de trabajo: Jana 

Abujatum (investigadora BCN) y 

Diego Labarca (pasante de la 

Pontificia Universidad Católica de 

Valparaíso) 

 

 

Nº SUP: 141594 

 

 

 
 

 Resumen 

Los Juzgados de Policía Local, o sus equivalentes en la legislación 
comparada, presentan configuraciones diversas según la estructura del 
Estado (unitario o federal) y su grado de integración o autonomía 
respecto del Poder Judicial. 
En Chile, estos tribunales tienen carácter comunal, dependen 
orgánicamente de las municipalidades y se encuentran bajo la 
supervigilancia de la respectiva Corte de Apelaciones. Sus jueces son 
nombrados por la municipalidad a partir de una terna propuesta por dicha 
Corte, tienen duración indefinida en el cargo y su remoción solo puede 
ser decretada por la Corte Suprema por mal comportamiento. 
En Alemania, no existen tribunales comunales equivalentes, ya que la 
justicia local se integra plenamente al Poder Judicial mediante los 
Amtsgerichte. Los jueces son de carrera, acceden mediante formación 
jurídica especializada y gozan de inamovilidad, pudiendo ser removidos 
únicamente por decisión judicial en causales taxativas. 
En Argentina, particularmente en la Provincia de Buenos Aires, los 
Juzgados de Faltas son órganos municipales. Sus jueces son 
designados por el Intendente con acuerdo del Concejo Deliberante y 
cuentan con una estabilidad relativa, pudiendo ser removidos por 
causales legales a través de un procedimiento ante un jurado 
especializado. 
En Estados Unidos, específicamente en el Estado de Texas, los 
Municipal Courts constituyen la figura más cercana. Su configuración es 
altamente descentralizada, ya que los jueces pueden ser designados o 
electos conforme a la normativa local, tienen períodos generalmente 
breves y su remoción se rige por mecanismos disciplinarios establecidos 
a nivel estatal. 
Por su parte, en Italia, el Giudice di Pace forma parte del Poder Judicial 
como una magistratura honoraria. Su nombramiento responde a criterios 
técnicos, su duración es temporal con posibilidad de renovación, y su 
remoción opera mediante procedimientos administrativos con control 
institucional. 
En términos generales, Chile y Argentina se aproximan a modelos de 
justicia local con intervención de autoridades territoriales, mientras que 
Alemania e Italia reflejan esquemas de mayor integración judicial e 
independencia. Estados Unidos, en tanto, presenta un modelo intermedio 
y heterogéneo. 
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Introducción 

 

A solicitud del requirente, se elabora el presente informe con el propósito de desarrollar un estudio de 

legislación comparada sobre la judicatura de los Juzgados de Policía Local, o de órganos de naturaleza 

similar —esto es, independientes del Poder Judicial y/o de carácter comunal, o su equivalente—, en lo 

relativo a los mecanismos de nombramiento, duración en el cargo y causales o procedimientos de 

remoción de dicha magistratura.  

 

Para ello, se examinan las legislaciones de Estados Unidos, Alemania, Italia y Argentina, efectuando su 

análisis en comparación con el caso chileno, a raíz de la solicitud del requirente.  

 

En atención a lo anterior, el presente informe se estructura en dos secciones. La primera aborda el 

marco normativo de los Juzgados de Policía Local en Chile. La segunda sección analiza los órganos de 

naturaleza análoga, en las legislaciones previamente individualizadas.  Asimismo, se adjunta la Tabla 

N° 1, que contiene un cuadro comparativo entre los Juzgados de Policía Local chilenos y sus 

equivalentes en la legislaciones revisadas, considerando mecanismos de nombramiento, duración en el 

cargo, causales y procedimientos de remoción.  

     

El análisis se desarrollará mediante una estructura comparativa, sistemática y multinivel, organizada a 

partir de los respectivos marcos regulatorios, considerando tanto normas generales como disposiciones 

específicas, con el objeto de identificar las diferentes normas que regulan estas materias1.  

 

Se han utilizado como fuentes para la elaboración del presente informe, principalmente, cuerpos 

normativos vigentes de cada uno de los países analizados, incluyendo constituciones políticas, leyes 

orgánicas, códigos de gobierno, estatutos judiciales y normativa especial aplicable a los tribunales 

locales o equivalentes en materia de infracciones menores. Asimismo, se consultaron documentos 

oficiales elaborados por organismos públicos e institucionales, portales oficiales de administración de 

justicia y antecedentes técnicos disponibles sobre el funcionamiento de estas magistraturas. 

 

Se hace presente que el tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los 

parámetros de análisis de Asesoría Técnica Parlamentaría y por los plazos e información disponibles. 

No se trata de un documento académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, 

síntesis y oportunidad en su entrega. El destacado y lo traducido es nuestro con ayuda de IA. 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Se hace presente que el presente informe sólo se enfocará en las materias previamente solicitadas, excluyendo 
otros campos de regulación, como son la organización de los Juzgados de Policía Local, competencia y 
atribuciones, relación con municipalidades, entre otras materias. 
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I. Chile 

 

Los Juzgados de Policía Local en Chile son tribunales de carácter especial que dependen orgánicamente 

de la Municipalidad en la que ejercen sus funciones, y cuya potestad jurisdiccional es ejercida de manera 

unipersonal por un juez o jueza (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2020: 12).  

 

Así, los jueces de Policía Local integran la dotación de las municipalidades, asignándoles por Ley el 

grado máximo del escalafón municipal respectivo. Sin embargo, se encuentran sometidos por mandato 

constitucional y legal2 , a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la respectiva Corte de 

Apelaciones (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2020: 14). 

 

Luego, cabe señalar que el principal cuerpo normativo que regula los Juzgados de Policía Local es el 

Decreto N°307, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°15.231, sobre 

organización y atribuciones de los Juzgados de Policía Local (en adelante, Ley N°15.231). Lo anterior, 

de conformidad a lo señalado en el artículo 1° de este cuerpo normativo, que dispone que “La 

organización y atribuciones de los Juzgados de Policía Local se regirán por las disposiciones de la 

presente ley”.  

 

En cuanto a sus competencias, los Juzgados de Policía Local conocen de una amplia y diversa gama 

de materias determinadas tanto por la Ley N° 15.231 como por múltiples leyes especiales. Entre ellas 

destacan las infracciones de tránsito y transporte, materias vinculadas a la Ley de Bosques, la Ley de 

Copropiedad Inmobiliaria, la Ley N° 21.100 que prohíbe la entrega de bolsas plásticas y la Ley N° 19.983 

sobre transferencia y mérito ejecutivo de la copia de la factura, entre muchas otras (Ministerio de Justicia 

y Derechos Humanos, 2020: 20).  

 

Respecto a los requisitos para ser designado juez de policía local, se exige estar en posesión de las 

calidades y requisitos necesarios para ser Juez de Letras de Mayor Cuantía de simple departamento 

(artículo 3° Ley N°15.231).  

 

En relación con el mecanismo de designación de los jueces de policía local, se debe tener en 

consideración el artículo 4° de la Ley N°15.231, que señala:  

 

Artículo 4°. - Los Jueces de Policía Local serán designados por la Municipalidad que corresponda, 

a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones respectiva, la cual abrirá un concurso por un plazo 

no inferior a diez días. Los interesados deberán hacer valer los antecedentes justificativos de sus 

méritos y poseer los requisitos que se exigen para optar al cargo. 

INCISO DEROGADO 

 
2 Articulo 82 N° 1 Constitución Política de la República “La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, 
correccional y económica de todos los tribunales de la Nación. Se exceptúan de esta norma el Tribunal 
Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales”. 
Ley N° 15.231 artículo 8° inciso segundo “Los Jueces de Policía Local estarán directamente sujetos a la 
supervigilancia directiva, correccional y económica de la respectiva Corte de Apelación”.  
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INCISO DEROGADO 

La designación de los jueces de Policía Local deberá ser hecha por la respectiva Municipalidad 

dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la terna. 

Si transcurriere ese plazo sin que el Juez haya sido designado por la Municipalidad, se entenderá 

nombrada la persona que ocupe el primer lugar en la terna de que se trate, y en este caso el 

alcalde estará obligado a recibir de inmediato el juramento a que se refiere el artículo 7°. 

 

 

En cuanto a la duración del cargo, así como a las causales y procedimiento de remoción, es dable 

tener presente lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley, que dispone:  

 

Artículo 8°. - Los Jueces de Policía Local serán independientes de toda autoridad municipal en el 

desempeño de sus funciones. Son aplicables a los Jueces de Policía Local las disposiciones de 

los artículos 84°, 85° y 86° de la Constitución Política; durarán, por consiguiente, indefinidamente 

en sus cargos y no podrán ser removidos ni separados por la Municipalidad.  

Los Jueces de Policía Local estarán directamente sujetos a la supervigilancia directiva, 

correccional y económica de la respectiva Corte de Apelaciones.  

Asimismo, dichos Jueces estarán obligados a remitir cada tres meses a la Corte de Apelaciones 

que corresponda un informe de la gestión del Tribunal a su cargo, para que la Corte los considere 

en la calificación anual del Juez. Los informes deberán remitirse a la respectiva Corte dentro de 

los primeros diez días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre, y contendrán al menos 

los siguientes datos del trimestre anterior:  

1. Número de causas ingresadas, en total y por materia reclamada, indicando el estado en que se 

encuentren y los motivos del retardo y paralización que algunas de ellas sufrieren; 

2. Número de causas falladas y de las que se encuentren en estado de sentencia, si las hubiere, 

en total y por materia reclamada; 

3. Tiempos de demora de los procesos fallados, y 

4. Antecedentes sobre la aplicación del artículo 53 de esta ley. 

Este informe será público. Una copia del mismo deberá remitirse a la Municipalidad de la comuna 

en que tenga su asiento el respectivo Juzgado de Policía Local, pudiendo cualquier ciudadano 

solicitar una copia de éste. 
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Las Municipalidades elevarán a la respectiva Corte de Apelaciones antes del 15 de Diciembre; 

cada año, un informe con la apreciación que les merezcan el o los Jueces de Policía Local de su 

jurisdicción comunal, atendida su eficiencia, celo y moralidad en el desempeño de su cargo. El 

informe referido será remitido al Concejo para su conocimiento.  

Las Cortes de Apelaciones respectivas efectuarán cada año una calificación general de los 

Jueces de Policía Local de su dependencia. Para una mejor evaluación, deberán solicitar de 

las municipalidades los antecedentes que estimaren pertinentes. 

En contra de la resolución de la Corte de Apelaciones procederá el recurso de Apelación para ante 

la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. 

Para los efectos de esta calificación, las Cortes se reunirán diariamente, fuera de las horas de 

audiencia, desde el 2 de Enero del respectivo año hasta que terminen esa labor. 

Las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, 

cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere en inciso 4° del 

artículo 85° de la Constitución Política del Estado y acuerde la remoción del Juez afectado. Estos 

acuerdos se comunicarán al Alcalde de la respectiva Municipalidad para su cumplimiento.  

En estos casos regirá, en lo que fuere aplicable, lo dispuesto por los artículos 273°, 275°, 277° y 

278° del Código Orgánico de Tribunales. 

Esta calificación regirá para todos los efectos legales, incluso con el objeto de resolver quiénes 

son los que deben ser eliminados del servicio por no tener la eficiencia, celo o moralidad que se 

requieren en el desempeño de sus funciones. 

 

Como se desprende de la norma citada, la duración del cargo es indefinida, no pudiendo los jueces ser 

removidos ni separados por la Municipalidad respectiva.  

 

No obstante, como se señaló en párrafos anteriores dichos magistrados se encuentran sujetos a la 

supervigilancia directiva, correccional y económica de la Corte de Apelaciones correspondiente, la que 

evalúa anualmente su desempeño, pudiendo solicitar antecedentes a la Municipalidad respectiva.  

 

En caso de una calificación deficiente, la Corte de Apelaciones remitirá los antecedentes a la Corte 

Suprema, a fin de que esta, si proceda, formule la declaración de mal comportamiento conforme a lo 

dispuesto en el artículo 85 de la Constitución Política y, en su caso, acuerde la remoción del Juez de 

Policía Local respectivo. 

 

Ahora bien, resulta conveniente señalar que las normas constitucionales aplicables en materia de 

duración del cargo, causales de cesación y procedimiento de remoción de los jueces de policía local, al 

que remite el artículo 8° de la Ley N° 15.231, esto es, los artículos 84°, 85° y 86° de la Constitución 

Política de la República actualmente regulan materias relativas al Ministerio Público. 
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En consecuencia, y teniendo en consideración que la Ley N°15.231 se dictó bajo la Constitución de 

1925, corresponde observar el contenido de dichas disposiciones, cuyo texto pasa a reproducir a 

continuación:  

 

ART. 84. Los jueces son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de 

observancia de las leyes que reglan el proceso y, en general, por toda prevaricación o torcida 

administración de justicia. La ley determinará los casos y el modo de hacer efectiva esta 

responsabilidad;  

ART. 85. Los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento; pero los 

inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el tiempo que determinen las leyes. 

Los jueces, sean temporales o perpetuos, sólo podrán ser depuestos de sus destinos por causa 

legalmente sentenciada. 

No obstante, el Presidente de la República, a propuesta o con acuerdo de la Corte Suprema, podrá 

autorizar permutas, u ordenar el traslado de los jueces a otro cargo de igual categoría. 

En todo caso, la Corte Suprema, por requerimiento del Presidente de la República, a solicitud de 

parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los jueces no han tenido buen comportamiento, 

y, previo informe del inculpado y de la Corte de Apelaciones respectiva, acordar su remoción, por 

las dos terceras partes de sus miembros. 

Anualmente se practicará una calificación de todo el personal del Poder Judicial, en la forma que 

determine la ley. 

Para acordar la remoción del personal que goce de inamovilidad y que sea mal calificado, la Corte 

Suprema requerirá del acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

Los acuerdos que adopte la Corte Suprema se comunicarán al Presidente de la República para su 

cumplimiento. 

ART. 86. La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos 

los Tribunales de la Nación, con arreglo a la ley que determine su organización y atribuciones. 

La Corte Suprema, en los casos particulares de que conozca o le fueren sometidos en recurso 

interpuesto en juicio que se siguiere ante otro Tribunal, podrá declarar inaplicable, para ese caso, 

cualquier precepto legal, contrario a la Constitución. Este recurso podrá deducirse en cualquier 

estado del juicio, sin que se suspenda su tramitación. 

Conocerá, además, en las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades 

políticas o administrativas y los Tribunales de Justicia que no correspondan al Senado”. 
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II. Legislación Comparada 

 

A continuación, se examinarán las legislaciones de Alemania, Argentina (Provincia de Buenos Aires), 

Estados Unidos (Texas) e Italia, analizando sus mecanismos de nombramiento, duración en el cargo, 

causales de remoción y procedimientos aplicables, en comparación con el régimen vigente en Chile. 

 

Se advierte que los órganos equivalentes a los Juzgados de Policía Local chileno presentan una 

regulación diversa según la estructura institucional de cada país analizado, especialmente en atención 

a si forman parte del Poder Judicial o si se insertan en el ámbito municipal o local, así como a la 

organización unitaria o federal del respectivo Estado.  

 

 

1) Alemania  

 

En el caso alemán, no existe una institución equivalente a los Juzgados de Policía Local chilenos como 

tribunales comunales especiales ajenos al Poder Judicial. Las materias relativas a infracciones menores, 

conflictos vecinales, asuntos arrendaticios y determinados ilícitos de menor entidad son conocidas 

principalmente por los Amtsgerichte (Juzgados Locales), que corresponden a tribunales ordinarios de 

primera instancia integrados plenamente al Poder Judicial3.  

 

Cabe precisar que Alemania se organiza como un Estado federal, en el cual la administración de justicia 

ordinaria corresponde principalmente a los Länder (Estados federados), cuyos jueces son funcionarios 

judiciales del respectivo Estado federado. Sin perjuicio de ello, existe una regulación de base común a 

nivel federal, especialmente contenida en la Ley Fundamental de Bonn (Grundgesetz) y en la Ley 

Alemana de la Magistratura (Deutsches Richtergesetz) de carácter federal, que establecen los principios 

generales sobre independencia judicial, nombramiento, permanencia y remoción de los jueces. Sobre 

esa base, cada Land complementa la regulación mediante su propia normativa estadual. 

 

Por ello, para efectos de este informe, el análisis se centrará en la regulación federal aplicable a los 

jueces de los Amtsgerichte, particularmente en la Ley Fundamental y en la Ley Alemana de la 

Magistratura, sin perjuicio de las particularidades que puedan establecer las legislaciones de cada 

Estado federado en materias de organización interna y régimen disciplinario. 

 

En relación con el mecanismo de nombramiento del Juez Local, se debe tener en consideración los 

siguientes aspectos. Primero, le es aplicable el artículo 33.2 de la Ley Fundamental cuyo contenido 

señala que “(2) Todos los alemanes tienen igual acceso a cualquier cargo público según su idoneidad, 

su capacidad y su rendimiento profesional”. 

 

Con todo, para poder ser designado Juez Local, se debe tener además en consideración la Ley Alemana 

de la Magistratura (1961) cuya regulación comprende la posición jurídica personal de los jueces y los 

 
3 Para más información sobre las competencias de los Juzgados Locales (Amtsgerichte) visite Portal de Justicia 
del Estado de Baja Sajonia (Niedersächsischen Landesjustizportals. Aufgaben der Amtsgerichte) Disponible aquí.  

https://justizportal.niedersachsen.de/startseite/gerichte_und_staatsanwaltschaften/aufgaben_der_amtsgerichte/aufgaben-der-amtsgerichte-200685.html#:~:text=Der%20Strafrichter%20ist%20als%20Einzelrichter,Beleidigung%2C%20Stra%C3%9Fenverkehrsdelikte%20oder%20auch%20K%C3%B6rperverletzungen
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requisitos generales del acceso a la magistratura, así como las leyes sobre la elección de los jueces de 

los tribunales federales supremos y del Tribunal Constitucional Federal.  

 

Dado que el sistema judicial es competencia de cada Estado, de conformidad a los artículos 98.3 y 98.4 

de la Ley Fundamental, existen sutiles diferencias entre los estados federales, pero el procedimiento 

básico es en gran medida uniforme, de conformidad con lo establecido por la Ley Alemana de la 

Magistratura. 

 

Así, y como segundo aspecto a considerar, el nombramiento de los Jueces Locales se estructura sobre 

la base de un sistema escalonado, que distingue entre la habilitación profesional para acceder a la 

judicatura y el posterior nombramiento judicial propiamente tal. Respecto a la etapa de habilitación 

profesional para ser elegible como juez, se exigen una serie de requisitos de conformidad a los §§ 5 y 

siguientes de la Ley Alemana de la Magistratura, a saber:  

 
a) Haber concluido la formación jurídica universitaria exigida; 

b) Aprobación del primer examen estatal (Erste Prüfung), compuesto por una parte universitaria y 

una prueba estatal obligatoria; 

c) Realización del servicio preparatorio o prácticas jurídicas (Vorbereitungsdienst) de dos años; 

d) Aprobación del segundo examen estatal (Zweite Staatsprüfung). 

 
A partir de la obtención de estos requisitos, se obtiene la habilitación para el ejercicio de la judicatura 

(Befähigung zum Richteramt), y con ello procede la etapa de nombramiento judicial como tal. Luego, y 

conforme al § 9 Ley Alemana de la Magistratura, solo puede ser nombrado juez quien además de ser 

ciudadano alemán, garantice adhesión al orden democrático constitucional y posea la competencia 

social requerida para el ejercicio del cargo.  

El ingreso a la carrera judicial se produce normalmente mediante el nombramiento como juez en período 

de prueba (Richter auf Probe), etapa tras la cual, y luego de al menos tres años de servicio judicial y 

evaluación favorable, puede conferirse el nombramiento como juez vitalicio (Richter auf Lebenszeit), 

según lo dispuesto en los §§ 10 y 12 de la Ley Alemana de la Magistratura.  

 

La designación corresponde al respectivo estado federado (Land), generalmente a través del Ministro 

de Justicia local y, en determinados Länder, con intervención conjunta de una comisión de selección 

judicial (Richterwahlausschuss), conforme el artículo 98.4 de la Ley Fundamental (Grundgesetz)4. 

 
4 Comité de Selección Judicial: En algunos estados alemanes (por ejemplo, Berlín, Hamburgo, Schleswig-Holstein), 
un comité de selección judicial decide sobre los nombramientos. Este comité suele estar integrado por miembros 
del parlamento estatal, jueces y abogados. En otros estados, el Ministerio de Justicia toma la decisión en consulta 
con un consejo presidencial. 
En caso de obtener el nombramiento de juez del Amtsgericht, la carrera comienza como juez en período de prueba, 
la que dura generalmente 3 años.  
En caso de superar satisfactoriamente el periodo de prueba, el juez es nombrado para un puesto permanente en 
el juzgado local. Esto requiere una evaluación final por parte de sus superiores (presidentes de los juzgados locales 
o regionales). Al recibir el certificado de nombramiento, el juez del juzgado local pasa a ser juez de carrera y queda 
vinculado permanentemente a su cargo y solo puede ser trasladado o destituido contra su voluntad bajo 
condiciones legales muy estrictas. 
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Finalmente, el nombramiento se perfecciona mediante la entrega formal del correspondiente certificado 

de designación, de acuerdo con el § 17 de la Ley Alemana de la Magistratura. 

 

Respecto a la duración en el cargo, los Jueces Locales se encuentran marcados por el principio de 

independencia e inamovilidad judicial consagrado en el artículo 97 de la Ley Fundamental, por lo tanto, 

no pueden ser removidos, suspendidos, trasladados ni jubilados anticipadamente contra su voluntad 

sino mediante resolución judicial y únicamente por las causas legalmente previstas. A su respecto, la 

disposición constitucional previamente individualizada señala:  

 

Artículo 97.-  

(1) Los jueces son independientes y están sometidos únicamente a la ley. 

(2) Los jueces titulares y nombrados definitivamente con carácter permanente no podrán, contra 

su voluntad, ser relevados antes de la expiración de su mandato, ni suspendidos definitiva o 

temporalmente en su cargo, ni trasladados a otro puesto, ni jubilados, salvo en virtud de una 

resolución judicial y únicamente por los motivos y bajo las formalidades que determinen las leyes. 

La legislación podrá fijar límites de edad, pasados los cuales se jubilarán los jueces nombrados 

con carácter vitalicio. En caso de modificación de la organización de los tribunales o de su 

jurisdicción, los jueces podrán ser trasladados a otro tribunal o relevados de su cargo, pero 

únicamente con el derecho al sueldo íntegro. 

 

En materia de cesación y remoción¸ la Ley Alemana de la Magistratura distingue causales de cese 

automático, separación obligatoria del cargo y terminación por condena judicial, todo ello dentro del 

marco de protección reforzada de la independencia judicial consagrada en el artículo 97 de la Ley 

Fundamental.  

 

Así, y respecto el § 21 de la Ley Alemana de la Magistratura, se consagra:  

 

a) El cese automático de la relación judicial, cuando pierde la nacionalidad alemana, accede a otro 

servicio público incompatible o es nombrado militar profesional;  

b) La separación del cargo procede cuando el juez se niega a prestar juramento, no renuncia a un 

mandato parlamentario incompatible, solicita su renuncia, alcanza la edad límite, incurre en 

incapacidad o fija residencia permanente en el extranjero sin autorización. Tratándose de jueces 

vitalicios o temporales, esta separación solo puede producirse sin su consentimiento mediante 

resolución judicial firme.  

Respecto de los jueces en periodo de prueba, el § 22 de la Ley Alemana de la Magistratura permite su 

remoción por:  

a) Falta de idoneidad para el cargo;  
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b) Por rechazo de su confirmación por parte del comité de selección judicial o por conductas que 

justificarían una sanción disciplinaria.  

 

Por su parte, el § 24 de la Ley Alemana de la Magistratura establece la terminación automática de la 

relación judicial cuando exista condena penal firme por delito doloso sancionado con pena privativa de 

libertad de al menos un año, por determinados delitos contra el orden constitucional, por pérdida de la 

capacidad para ejercer cargos públicos o por privación de derechos fundamentales conforme al artículo 

18 de la Ley Fundamental, sin necesidad de una nueva resolución judicial. 

 

Con todo, a nivel constitucional, el artículo 98 de la Ley Fundamental complementa este régimen al 

disponer que, si un juez federal vulnera dentro o fuera de su cargo los principios de la Constitución o el 

orden constitucional de un Land, el Tribunal Constitucional puede ordenar, a solicitud del Bundestag y 

por mayoría de los 2/3, su traslado a otro cargo, su jubilación o en caso de infracción dolosa, su 

destitución. Asimismo, respecto de los jueces de los Länder, se reconoce la posibilidad de que los 

Estados federados establezcan reglas equivalentes en sus respectivas legislaciones. 

 

En consonancia, se debe tener en cuenta que, en materia procedimental vinculado a las remociones de 

jueces locales, la Ley de la Magistratura establece un régimen sobre la materia en los § 30 a §35, bajo 

las hipótesis de que un juez puede ser trasladado, removido o privado de su cargo sin su consentimiento, 

siempre en resguardo de la independencia judicial.  

 

En este mismo sentido, el § 30 dispone que un juez vitalicio o temporal solo puede ser apartado de su 

cargo en casos taxativamente previstos por la ley: mediante el procedimiento de acusación judicial 

previsto en el artículo 98 de la Ley Fundamental (Richteranklage), en el marco de un procedimiento 

disciplinario judicial, por razones graves vinculadas al interés de la administración de justicia o por 

modificaciones en la organización de los tribunales. Salvo este último supuesto, la medida únicamente 

puede adoptarse mediante resolución judicial firme. 

 

Por su parte, el § 31 permite el traslado a otro cargo, la jubilación anticipada provisional o definitiva 

cuando existan hechos ajenos al ejercicio de la función jurisdiccional que hagan indispensable la medida 

para evitar una grave afectación a la correcta administración de justicia. A su vez, el § 32 regula los 

supuestos de reorganización judicial, permitiendo la asignación a otro cargo equivalente o, si ello no 

resulta posible, la privación del cargo, manteniéndose en tales casos las garantías remuneracionales 

previstas en el § 33. 

 

Asimismo, el § 34 establece que el retiro forzoso por incapacidad también requiere resolución judicial 

firme, mientras que el § 35 autoriza al tribunal competente para disponer provisionalmente la suspensión 

del ejercicio de las funciones judiciales mientras se sustancia el respectivo procedimiento judicial de 

remoción, traslado o jubilación forzosa. 
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2) Argentina (Provincia de Buenos Aires) 

 

Respecto del caso argentino, tampoco existe una institución equivalente a los Juzgados de Policía Local 

nacional bajo una denominación y regulación uniforme a nivel federal.  Situación que se explica por la 

estructura federal del Estado de Argentina, en cuya virtud las provincias conservan autonomía para 

organizar sus instituciones y regular las materias de carácter local.  

 

En este contexto, los órganos encargados de conocer las infracciones de carácter comunal o 

administrativo reciben distintas denominaciones, como es el caso de “Juzgado de Faltas”, “Juzgados 

contravencionales o de infracciones”.  

 

La configuración, competencias, así como los mecanismos de nombramiento, duración en el cargo y 

remoción de sus autoridades, se encuentran determinados por la normativa provincial respectiva, lo que 

da lugar a un sistema descentralizado y heterogéneo5.  

 

A su respecto, se revisará de manera particular el régimen de los Juzgados de Faltas de la Provincia de 

Buenos Aires, con el propósito de identificar la duración en el cargo, así como las causales y 

procedimientos de remoción de dicha magistratura. 

 

La regulación de este régimen se encuentra principalmente en el Decreto Ley N° 8.751/1977, el cual, 

junto con establecer el régimen de faltas, contiene disposiciones de carácter orgánico relativas a la 

organización y estatuto de los jueces de faltas, especialmente en su Título III. Dicho cuerpo normativo 

dispone que el juzgamiento de las infracciones municipales corresponde a la denominada Justicia de 

Faltas y regula aspectos esenciales como los requisitos para el cargo, su designación, estabilidad y 

procedimiento de remoción. 

 

En particular, “el juzgamiento de las faltas municipales se encuentra a cargo de la Justicia de Faltas, 

cuya organización, competencia, régimen de las sanciones y procedimiento” de conformidad a lo 

dispuesto por el artículo 18° Decreto Ley N°8.751/1977. Por su parte, el artículo 19 dispone que la 

jurisdicción en esta materia se ejerce por los siguientes medios:  

 

artículo 19: La jurisdicción en materia de faltas será ejercida: 

a.-Por los Jueces de Faltas, en aquellos partidos donde su Departamento Deliberativo hubiere 

dispuesto la creación de Juzgados de Faltas. 

b.-Por los Intendentes Municipales, en los partidos donde no hubiere Juzgado de Faltas y, en los 

casos de excusación de los Jueces de Faltas, en los 

partidos donde los hubiere. 

 
5 En efecto, se puede revisar en la página de “Justicia.ar” los distintos poderes judiciales de Argentina conforme a 
la provincia respectiva. Link disponible aquí.  

https://www.justicia.ar/
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c.-Por los Jueces de Primera Instancia en lo Penal, cuando entendieren en grado de apelación. 

 

En cuanto mecanismo de nombramiento, los Jueces de Faltas son “designados por el Intendente 

Municipal, previo acuerdo del Concejo Deliberante, que será prestado por simple mayoría de votos de 

los miembros que integran dicho Cuerpo” (artículo 21 Decreto Ley N°8.751/1977)6.  

 

En materia de duración y remoción en el cargo, la ley señala que gozarán de estabilidad en sus 

funciones, pudiendo solo ser removidos de su cargo por alguna de las siguientes causales (artículo 22 

Decreto Ley N°8.751/1977):  

 

a) Retardo reiterado de justicia;  

b) Desorden de conducta;  

c) Inasistencias reiteradas no justiciadas;  

d) Negligencia o dolo en el cumplimiento de sus funciones; 

e) Comisión de delitos que afecten su buen nombre y honor;  

f) Ineptitud;  

g) Violación a las normas sobre incompatibilidad.  

 

En consonancia a lo anterior, el procedimiento de remoción se vincula a la regla establecida en el 

artículo 23° del Decreto Ley N°8.751/1977, cuyo texto dispone:  

 

Artículo 23º: (Texto Ley 10.269) La remoción de los Jueces de Faltas, solo procederá, previo 

juicio que deberá sustanciarse ante un jurado de siete (7) miembros, que podrá funcionar con un 

número no inferior a cuatro (4), integrado por un (1) Juez de la Cámara de Apelaciones en lo Penal 

con jurisdicción en el partido al que el Municipio corresponda, quien será designado previo sorteo 

entre los integrantes de la Cámara, que lo presidirá; tres (3) Abogados inscriptos en la matrícula 

del Colegio Departamental al que corresponda el Municipio y residentes en él; que serán 

desinsaculados por el Concejo Deliberante de una lista que deberá confeccionar anualmente el 

Colegio de Abogados a los fines de ser remitida a cada Municipio que integre el Departamento 

Judicial, y tres (3) Concejales de los cuales uno (1), de existir en el Cuerpo, deberá poseer título 

de Abogado. 

 

A su turno, es importante señalar que el procedimiento de remoción se encuentra desarrollado en los 

artículos 24 y 25 del Decreto Ley N°8.751/1977. Este se inicia mediante denuncia que puede ser 

interpuesta por cualquier persona ante el concejo deliberante o la cámara de apelaciones en lo penal 

competente, correspondiendo a esta última efectuar un examen de admisibilidad y viabilidad.  

 

En caso de estimarse procedente, se ordena la constitución del jurado, ante el cual se sustancia el 

proceso, asegurando el derecho a defensa del juez acusado mediante traslado de la denuncia y 

 
6 Se hace presente que, conforme al artículo 20 de este cuerpo normativo “Para ser Juez de Faltas se requiere ser 
argentino, tener veinticinco (25) años de edad como mínimo y poseer título de abogado, con tres (3) o más años 
de inscripción en la matrícula”.  

https://go.vlex.com/vid/566480618/node/23?fbt=webapp_preview&addon_version=6.9
https://go.vlex.com/vid/566480618?fbt=webapp_preview&addon_version=6.9
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posibilidad de ofrecer prueba. El jurado puede disponer la realización de una investigación sumaria 

destinada a verificar los hechos denunciados, tras lo cual se confiere un nuevo traslado al imputado para 

formular sus descargos.  

 

Concluida la tramitación, el jurado dicta sentencia dentro de plazo, pudiendo absolver o aplicar sanciones 

que comprenden el apercibimiento, la suspensión o la remoción del cargo. Asimismo, durante la 

sustanciación del procedimiento, se contempla la posibilidad de suspender preventivamente al juez y de 

sancionar denuncias temerarias.  

 

3) Estados Unidos (Texas)  

 

Respecto del caso de Estados Unidos, al igual que países previamente analizados, no existe una 

institución estrictamente equivalente a los Juzgados de Policía Local chilenos. Ello se explica porque 

Estados Unidos se organiza como un sistema federal y descentralizado, en el cual la administración de 

justicia ordinaria corresponde a cada Estado federado, y no al gobierno federal.  

 

Esta estructura encuentra fundamento en la Décima Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos 

de América, cuya disposición señala que “Los poderes no delegados a los Estados Unidos por la 

Constitución, ni prohibidos por ésta a los Estados, quedarán reservados a los Estados o al pueblo”. En 

consecuencia, la organización judicial relativa a materias comunales (como son, infracciones 

administrativas locales, contravenciones de menor entidad y conflictos vecinales) queda entregada a la 

regulación de cada Estado, lo que genera una importante diversidad institucional según la jurisdicción 

correspondiente.  

 

Por tanto, a modo de ejemplo se analizará la organización judicial de un Estado particular, y que, para 

efectos de este informe, será el Estado de Texas, específicamente la situación de los Tribunales 

Municipales (Municipal Courts) por constituir la figura que presenta mayor similitud funcional con los 

Juzgados de Policía Local chilenos.  

 

Los cuerpos normativos que regulan estos Tribunales Municipales son principalmente la Constitución 

del Estado de Texas7 en conjunto con el Código de Gobierno del Estado de Texas (Texas Government 

Code).  

 

Bajo el título del Poder Judicial (Judicial Branch) del Código se regula toda la organización judicial del 

Estado de Texas, y en particular, en el Capítulo 29 se establece la normativa de los Tribunales 

Municipales, siendo creados en cada municipio respectivo.  

 

En relación con el mecanismo de nombramiento de los jueces de los Tribunales Municipales, se debe 

tener en consideración el § 29.004 del Código, el que distingue según el tipo de municipio, a saber, los 

 
7 Ello, tras lo señalado en el artículo v sección 1 al señalar que poder judicial se deposita en los tribunales 
expresamente mencionados, así como también en aquellos tribunales que pueden ser establecidos por la ley, 
permitiendo así que la Legislatura cree tribunales adicionales, como son los Tribunales Municipales (Municipal 
Courts).  
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de carta orgánica propia (home-rule city), de los municipios regidos por la legislación general estatal 

(general-law cities). A su respecto, la disposición legal señala:  

  

Sec. 29.004. Juez.  

(a) El juez y los jueces suplentes del tribunal municipal en una ciudad con carta orgánica propia 

(home-rule city) serán seleccionados conforme a las disposiciones de la carta municipal relativas 

a la elección o nombramiento de jueces. El juez será denominado “juez del tribunal municipal”, 

salvo que la municipalidad disponga otro título mediante su carta orgánica. 

(b) En una ciudad regida por la legislación general (general-law city), el alcalde será, por el solo 

ministerio de la ley (ex officio), juez del tribunal municipal, salvo que la municipalidad autorice 

mediante ordenanza la elección del juez o establezca su nombramiento y los requisitos para el 

cargo. Si la municipalidad autoriza una elección, el juez será elegido en la misma forma y por el 

mismo período que el alcalde. Si la municipalidad autoriza el nombramiento, el alcalde cesará 

como juez al entrar en vigor la ordenanza. El primer juez elegido o nombrado ejercerá hasta la 

expiración del período del alcalde. 

(c) Si una municipalidad regida por la legislación general cambia el método de selección judicial 

desde elección a nombramiento, el primer designado asumirá el cargo al expirar el período del 

juez previamente elegido. 

(d) Toda referencia en las leyes de este Estado a un “recorder” significa “juez del tribunal 

municipal”. 

 

En cuanto a la duración en el cargo, el § 29.005 del Código establece que el juez del Tribunal Municipal 

ejercerá por un periodo ordinario de dos años, salvo que el municipio disponga de un plazo mayor en su 

carta orgánica (home rule charter) conforme a la habilitación contenida en el artículo XI, sección 11 de 

la Constitución de Texas. Además, si dentro de los 91 días siguientes al vencimiento del período no se 

nombra o reelige un nuevo juez, y no existe actuación de la autoridad competente, el juez se entiende 

automáticamente prorrogado por un nuevo periodo, asegurando así continuidad en el servicio 

jurisdiccional8.  

 

Respecto a la remoción de los jueces en Texas, esta se encuentra regulada a nivel constitucional, 

encontrándose principalmente en el artículo V, sección 1-a, subsección 6 de la Constitución de Texas, 

la que establece las causales de remoción de los jueces estatales, incluyendo de esta manera, a los 

 
8 Esta regulación difiere del sistema previsto para jueces de tribunales constitucionales superiores del Estado de 
Texas, como jueces de distrito o cortes de apelaciones, cuyos mandatos tienen duración constitucionalmente fijada 
(por ejemplo, cuatro o seis años según el cargo) y respecto de los cuales el artículo V, sección 1-a de la 
Constitución incorpora además límites de permanencia vinculados a la edad, estableciendo la vacancia obligatoria 
al término del mandato en que el juez alcanza los 75 años. Así, en los Municipal Courts, la duración del cargo 
responde principalmente a una lógica estatutaria y municipal, con mayor flexibilidad organizativa que la existente 
para la judicatura constitucional ordinaria. 
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jueces creados por la Constitución y también aquellos establecidos por la ley conforme a ella, como 

ocurre con estos Tribunales Municipales.  

 

Sobre el particular, este articulado establece que un juez puede ser removido de su cargo por algunas 

de las siguientes causales:  

 

a) Infracción dolosa o persistente de las reglas dictadas por la Corte Suprema de Texas (willful o 

persistent violation of rules);  

b) Incompetencia en el desempeño del cargo (incompetence in performing the duties of the office);  

c) Infracción dolosa del Código de conducta judicial (willful violation of the Code of Judicial Conduct);  

d) Conductas dolosas o reiteradas incompatibles con el correcto ejercicio de la función jurisdiccional 

o que desacrediten públicamente al Poder Judicial o la administración de justicia;  

e) Discapacidad permanente o probablemente permanente que interfiera gravemente con el 

desempeño de sus funciones.  

 

El procedimiento para la remoción se regula en el artículo V, sección 1-a, subsecciones 7, 8, 8-a, 9 y 

11. De esta manera, el procedimiento se inicia ante la Comisión Estatal de Conducta Judicial (State 

Commission of Judicial Conduct), la cual recibe denuncias o reportes (formales o informales) desde 

cualquier fuente y realiza las investigaciones preliminares que estime pertinentes (subsección 7).  

 

Luego, la Comisión puede imponer medidas disciplinarias menores como admonición, advertencia, 

reprimenda o censura, o bien, si la gravedad lo exige, iniciar un procedimiento formal, ordenar una 

audiencia o solicitar la designación de Master para la recepción de prueba (subsección 8). 

Posteriormente, la Comisión puede adoptar medidas disciplinarias o bien recomendar la remoción o 

retiro del juez ante un Tribunal de revisión disciplinaria (Review Tribunal) (subsección 8-a).  

 

Este tribunal de revisión disciplinaria se encuentra compuesto por siete jueces de las Cortes de 

Apelaciones de Texas, designados por el Chief Justice de la Corte Suprema de Texas, y puede confirmar 

la recomendación imponiendo censura pública, suspensión sin remuneración, retiro forzoso o remoción 

definitiva, o bien rechazarla (subsección 9).  

 

Finalmente, bajo este procedimiento se debe garantizar el debido proceso, asegurando notificación, 

derecho a defensa, audiencia, confrontación de los acusadores y demás garantías propias de un 

procedimiento justo (subsección 11).  

 

4) Italia 

 

En el caso de Italia, no se contempla una institución equivalente a los Juzgados de Policía Local como 

tribunales comunales autónomos encargados del conocimiento de infracciones administrativas locales 

y contravenciones de menor entidad como sucede en Chile.  

 

En Italia el conocimiento de este tipo de materias no se radica en tribunales comunales autónomos, sino 

en órganos que integran directamente el Poder Judicial. Así, las controversias vinculadas a infracciones 

de menor entidad, determinadas sanciones administrativas y asuntos de menor cuantía son conocidas 
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por el Juez de Paz (Giudice di Pace), magistratura honoraria que forma parte del orden judicial y cuya 

regulación se encuentra establecida a nivel estatal, bajo un régimen orgánico uniforme para todo el país. 

 

A su respecto, es importante considerar que la regulación orgánica del Giudice di Pace se encuentra 

contenida originalmente en la Ley N° 374 de 1991, la cual establece su naturaleza como magistratura 

honoraria del orden judicial. No obstante, dicho cuerpo normativo ha sido objeto de diversas 

modificaciones, destacando especialmente las introducidas por el Decreto Legislativo N° 116 de 2017, 

que actualmente sistematiza el régimen aplicable a la magistratura honoraria, incluyendo aspectos 

relativos a los requisitos de nombramiento, duración en el cargo y el régimen de cese y responsabilidad 

disciplinaria. 

 

Cabe considerar que, conforme al artículo 1° de la Ley N°374, se dispone la institución y funciones del 

juez de paz bajo los siguientes términos:  

Art.1 Institución y función del Juez de Paz.  

1. Se instituye el juez de paz, quien ejerce la jurisdicción en materia civil y penal y la función 

conciliadora en materia civil conforme a las normas de la presente ley. 

2. El cargo de juez de paz es desempeñado por un magistrado honorario9 perteneciente al orden 

judicial. 

 

En cuanto al mecanismo de nombramiento del Giudice di Pace, este se encuentra regulado en los 

artículos 4, 5, 6 y 7 del Decreto Legislativo N° 116 de 2017, configurándose como un procedimiento de 

carácter reglado, técnico y progresivo. En primer término, los artículos 4 y 5 establecen, 

respectivamente, los requisitos de acceso al cargo10 e incompatibilidades11, destinadas a resguardar la 

independencia e imparcialidad de la función, delimitando así el universo de postulantes habilitados. 

 
9 Luego, conforme al artículo 1° del Decreto Legislativo N°116, se entiende por magistratura honoraria lo siguiente:  

1. El «juez honorario de paz» es el magistrado honorario adscrito a la oficina del juez de paz. Al juez honorario 
de paz se le asignan las funciones y tareas previstas en el artículo 9.  

2. El «vicefiscal honorario» es el magistrado honorario adscrito a la oficina de colaboración del fiscal de la 
República instituida conforme al artículo 2. Al vicefiscal honorario se le asignan las funciones y tareas 
previstas en el artículo 16.  

3. El cargo de magistrado honorario tiene naturaleza necesariamente temporal, se desempeña de modo tal 
que asegure su compatibilidad con el ejercicio de actividades laborales o profesionales y no determina en 
ningún caso una relación de empleo público. Con el fin de asegurar dicha compatibilidad, no podrá exigirse 
a cada magistrado honorario una dedicación global superior a dos días por semana. A los magistrados 
honorarios se les asignan asuntos, tareas y actividades, tanto en audiencia como fuera de ella, en una 
medida que asegure el cumplimiento de lo previsto en el presente apartado.  

4. El magistrado honorario ejerce las funciones judiciales conforme a principios de autoorganización de la 
actividad, respetando los plazos y modalidades establecidos por la ley y las exigencias de eficiencia y 
funcionamiento de la oficina.” 

10 Esto son: la ciudadanía italiana, el pleno ejercicio de derechos civiles y políticos, conducta intachable, idoneidad 
física y psíquica, rango etario entre 27 y 60 años y título de abogado) y un conjunto de incompatibilidades.  
11 Se establecen cargos tales como autoridades políticas, representantes parlamentarios, miembros de gobiernos 
territoriales, ministros de culto y personas con funciones directivas recientes en partidos políticos o sindicatos. 
Además, se establecen restricciones respecto del parentesco.  
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En lo sustantivo, el procedimiento se estructura en dos etapas principales. En una primera fase, 

conforme al artículo 6, el Consejo Superior de la Magistratura determina periódicamente las vacantes y 

convoca a un proceso de postulación pública, tras lo cual, sobre la base de antecedentes y criterios 

objetivos de evaluación, se selecciona a los postulantes que serán admitidos a un período de formación 

inicial. 

 

En una segunda fase, regulada en el artículo 7, los postulantes deben completar un período de prácticas 

(tirocinio) de carácter obligatorio, que comprende tanto formación teórica como desempeño supervisado 

en oficinas judiciales. Finalizado dicho proceso, y previa evaluación de idoneidad por los órganos 

competentes, el Consejo Superior de la Magistratura propone a los candidatos aptos, correspondiendo 

finalmente al Ministro de Justicia el conferir formalmente el cargo mediante decreto. 

 

En el ámbito de duración en el cargo, el cargo de magistrado honorario inicialmente es por 4 años, 

pudiendo ser confirmado a solicitud del interesado, por un segundo período de igual duración, sin que 

en ningún caso pueda exceder de 8 años en total, aun cuando estos no sean consecutivos. Asimismo, 

el ejercicio del cargo cesa obligatoriamente al cumplir 65 años (artículo 18 inciso 1° Decreto Legislativo 

N°116).  

 

Cabe hacer presente que, la confirmación no opera de pleno derecho, sino que se requiere de una 

evaluación previa de idoneidad, para lo cual el magistrado debe presentar su solicitud con al menos 6 

meses de anticipación al vencimiento del periodo. Esta evaluación debe considerar los informes sobre 

su desempeño, capacidad, diligencia, independencia, imparcialidad, participación en actividades de 

formación y opinión del colegio de abogados correspondiente. Sobre estos antecedentes, la sección 

autónoma del Consejo Judicial emite un juicio de idoneidad que es elevado al Consejo Superior de la 

Magistratura, correspondiendo finalmente al Ministerio de Justicia disponer la confirmación mediante 

decreto (artículo 18 incisos 5° a 13° Decreto Legislativo N°116).  

 

En materia de cesación y remoción¸ el Decreto Legislativo N°116 distingue entregue causales de 

caducidad, dispensa y revocación del cargo del magistrado honorario, todo ello conforme al artículo 21 

de dicho cuerpo normativo. A su respecto:  

 

a) La caducidad procede cuando desaparece alguno de los requisitos exigidos para el 

nombramiento, sobreviene una causa de incompatibilidad o media renuncia voluntaria (artículo 

21 inciso 1° Decreto Ley N°116);  

b) La dispensa opera por impedimentos de duración superior a 6 meses. Si el impedimento es 

inferior al plazo de 6 meses, el ejercicio del cargo queda suspendido sin derecho a indemnización 

(artículo 21 inciso 2° Decreto Ley N°116).   

 

Por su parte, la revocación procede cuando se verifica la ineptitud para el ejercicio de las funciones 

judiciales, lo que comprende supuestos como resultados gravemente alejados de los objetivos fijados, 

falta de resolución de causas dentro de los plazos razonables, resoluciones dictada con grave infracción 

de ley o negligencia, retrasos reiterados, inasistencias injustificadas a reuniones o actividades de 

formación, así como conductas que comprometan el prestigio de la función judicial (artículo 21 incisos 

3°,4° y 5° Decreto Ley N°116). Disponen en particular el articulado lo siguiente:  
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Artículo 21 incisos 3°,4° y 5°. – (…)  

El magistrado honorario es revocado del cargo en todos los casos en que resulte la inidoneidad 

para ejercer las funciones judiciales o las tareas de la oficina del proceso; en particular, será 

revocado cuando, sin motivo justificado, haya obtenido resultados gravemente alejados de los 

objetivos previamente fijados por el presidente del tribunal o por el procurador de la República 

conforme al artículo 23 o, en caso de asignación de procedimientos civiles o penales conforme al 

artículo 11, no haya resuelto, dentro del plazo de tres años desde la asignación, un número 

significativo de procedimientos, según las determinaciones del Consejo Superior de la 

Magistratura.  

Constituyen, entre otras, circunstancias de hecho relevantes a efectos de la valoración de la 

inidoneidad señalada en el apartado 3: 

a) la adopción de resoluciones no previstas por la ley o fundadas en grave infracción de ley o en 

error sobre los hechos, determinadas por ignorancia o negligencia; 

b) la adopción de resoluciones afectadas por una manifiesta e intencional incompatibilidad entre 

la parte dispositiva y la motivación, de modo que evidencien una contradicción inequívoca en el 

plano lógico, sustancial o argumentativo; 

c) la escasa laboriosidad o el grave y reiterado retraso en la realización de los actos relativos al 

ejercicio de las funciones o en el cumplimiento de las actividades y tareas asignadas; 

d) la ausencia reiterada, sin motivo justificado, a las reuniones periódicas previstas en el artículo 

22, apartados 1, 2 y 4, así como a las actividades de formación previstas en el apartado 3 del 

mismo artículo.  

La revocación también se dispone cuando el magistrado honorario mantenga, dentro o fuera de la 

oficina, una conducta tal que comprometa el prestigio de las funciones que le han sido atribuidas 

 

El procedimiento aplicable a estas hipótesis de cesación anticipada12 (caducidad, dispensa y 

revocación) se inicia con la comunicación de los hechos relevantes por parte del jefe de la oficina judicial 

o del presidente del tribunal, según corresponda, ante el presidente de la Corte de Apelaciones o el 

Procurador General competente. Esta autoridad formula la propuesta de caducidad, dispensa o 

revocación ante la sección autónoma para magistrados honorarios del Consejo Judicial, previa audiencia 

del interesado y verificación de los antecedentes. Luego, estos se remiten al Consejo Superior de la 

Magistratura para su decisión. Finalmente, corresponde al Ministro de Justicia formalizar la medida 

mediante decreto (artículo 21 inciso 6° a 10° Decreto Ley N°116).  

 

 
12 Esto, en contraposición a la expiración normal del cargo, correspondiente al término del periodo (cuadrienio), el 
cumplimiento del límite máximo de 8 años, o alcanzar los 65 años.  
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Tabla N° 1. Cuadro comparativo de Juzgados de Policía Local chileno y órganos equivalentes en legislación comparada 

 Chile Argentina (PBA) Alemania Estados Unidos (Texas) Italia 

Mecanismo de 
nombramiento 

Municipalidad, a partir de 
terna propuesta por Corte 
de Apelaciones (art. 4 Ley 
N°15.231). 

Intendente con acuerdo del 
Concejo Deliberante (art. 
21 DL N°8.751/1977). 

Nombramiento por Land 
(Ministro de Justicia), 
eventualmente con 
comisión de selección (art. 
98.4 Ley Fundamental; §§ 
9, 17 Ley Alemana de la 
Magistratura). 

Varía según municipio: 
elección o designación según 
carta municipal (Tex. Gov. 
Code §29.004; Const. Texas 
art. XI §11). 

Consejo Superior de la 
Magistratura con 
intervención del Ministerio 
de Justicia (DLgs. 116/2017 
arts. 6–7; L. 374/1991 art. 
1). 

Duración en el 
cargo 

Indefinida, con 
inamovilidad (art. 8 Ley 
N°15.231). 

Estabilidad en el cargo (art. 
22 DL N°8.751/1977). 

Vitalicia tras nombramiento 
definitivo; inamovilidad 
constitucional (art. 97 Ley 
Fundamental; §§ 10–12 Ley 
Alemana de la 
Magistratura). 

Generalmente 2 años, 
renovable; posible prórroga 
automática (Tex. Gov. Code 
§29.005). 

4 años renovables por 4 
adicionales, máximo 8 
años; cese a los 65 años 
(DLgs. 116/2017 art. 18.) 

Causales de 
remoción 

Mal comportamiento vía 
evaluación judicial (art. 8 
Ley N°15.231; art. 85 
CPR) 
NOTA: art. 85 CPR actual 
regula Ministerio Público. 
El art. 85 de CPR de 1925 
regulaba comportamiento 
de jueces.  Por 
correspondencia material 
es actual art.  80 CPR de 
1980. 

Retardo, conducta, 
negligencia, delitos, 
ineptitud, incompatibilidad 
(art. 22 DL N°8.751/1977). 

Causales taxativas: 
incapacidad, infracciones 
disciplinarias, condena 
penal, pérdida requisitos 
(§§ 21–24 Ley Alemana de 
la Magistratura; art. 98 Leuy 
Fundamental). 

Incompetencia, violaciones al 
código judicial, conducta 
indebida, incapacidad (Const. 
Texas art. V §1-a sec. 6). 

Idoneidad, bajo 
desempeño, 
incompatibilidad, conducta 
indebida (DLgs. 116/2017 
art. 21). 

Procedimiento 
de remoción 

Evaluación Corte de 
Apelaciones a Corte 
Suprema (art. 8 Ley 
N°15.231; art. 85 CPR). 

Jurado ad hoc (juez, 
abogados, concejales), con 
denuncia y sentencia (arts. 
23–25 DL N°8.751/1977). 

Procedimiento judicial 
disciplinario o constitucional 
ante tribunales y/o Tribunal 
Constitucional (arts. 97–98 
Ley Fundamental; §§ 30–35 
Ley Alemana de la 
Magistratura). 

Comisión Estatal de Conducta 
Judicial más Tribunal de 
revisión disciplinaria (Const. 
Texas art. V §1-a). 

Procedimiento ante 
Consejo Superior de la 
Magistratura y Ministerio de 
Justicia (DLgs. 116/2017 
art. 21 incs. 6–10). 

Fuente de la tabla: Elaboración propia.
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